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Cuatro años de impunidad y 
encubrimiento



¿Reconoce Ud. a alguno de estos 
individuos?

Si conoce a alguno, 500.000 
cochabambinos claman justicia 

por “enero negro” y
9.000.000 de bolivianos quieren 

saber a quiénes encubren el Fiscal 
de Distrito, la Asamblea 

Permanente de Derechos 
Humanos y el gobierno del MAS.



















Desde 2007 la Fiscalía del Distrito 
de Cochabamba anunció en 

reiteradas ocasiones cerrar el caso 
11/E por “falta de pruebas”. 
En cuatro años el Ministerio 

Público no identificó ni detuvo a 
ninguno de miles de cocaleros que 

whipala en mano quemaron el 
Palacio Prefectural, ni a los 

asesinos de Christian Urresti





Nada dijeron de las siguientes 
fotografías que le fueron 

entregadas a la fiscal Lilian 
Ferrufino el 9 de enero de 2007, 

un día después de la quema, como 
evidencia de la brutal agresión 

cocalera.







Presiones, mentiras y 
encubrimiento de la participación 
directa del Poder Ejecutivo en el 

conflicto fueron la única respuesta 
a la evidencia y a nuestro clamor 

de justicia…



“El movimiento cocalero son 
campesinos indefensos y pacíficos”

Julio Salazar, Secretario Ejecutivo de las Seis 
Federaciones del Trópico. Condujo el sitio a 

la Prefectura
(Hoy es Senador del Estado por el MAS) 





“Los cocaleros son honestos, 
incorruptibles… la reserva moral 

del país”.

Evo Morales
Presidente de Bolivia





“El gobierno nada tuvo que ver con 
el incendio de la Prefectura o las 

muertes en Cochabamba”.

Juan Ramón Quintana 
Ministro de la Presidencia. Diseñó la 

operación 11 de enero
(Hoy es director de la Agencia de Desarrollo 

de las Macroregiones y Zonas Fronterizas)



La Ministra de Justicia Celima Torrico y la senadora del MAS 
Leonilda Zurita



El Ministro de Educación Víctor Cáceres y el ejecutivo de la 
Federación de Maestros Urbanos Federico Pinaya



El Consejero Departamental del MAS René Rocabado 
posesiona y toma juramento al “Prefecto” de facto









Pero la acción criminal del MAS y 
Evo Morales no es un vicio 

adquirido en el ejercicio del poder. 

El asesinato de los esposos 
Andrade en 2000 y otra docena de 

atentados y desaparecidos en 
Chapare pesan sobre ellos.





El dinero de países europeos les 
garantizó “comprar” impunidad de 

jueces y fiscales corruptos.

La complicidad de varias ONGs, 
como la Asamblea de Derechos 

Humanos, les ha permitido evadir 
la justicia camuflando sus 

acciones criminales tras el disfraz 
de “protestas sociales”. 





La ONG Asamblea Permanente de 
Derechos Humanos tendría que 

explicar qué hizo para hacer justicia 
a 100.000 cochabambinos que 
salieron a las calles en enero a 

defender la democracia.

Claro, eso si dicha ONG velara por 
igual a los 8.9 millones de bolivianos 

que no militan en el MAS. 



Pero la verdad rebasó el cerco de 
silencio del gobierno de Evo 

Morales. A cuatro años del 11/E 
toda Bolivia está consciente de la 

criminalidad de este régimen 
facista con disfraz de socialismo y 
a nadie se le escapa de quién es la 
responsabilidad por las muertes.



Nudo Villazón, en predios de la UMSA (La Paz)



Pedimos de cada boliviano, un gesto de 
solidaridad y justicia que ya no esperamos del 

gobierno, de la Fiscalía General o de la ONG 
Asamblea de DDHH. 

Varios de estos individuos trabajan hoy en 
ministerios, alcaldías o la gobernación.
Si tiene información, remítala a quienes 

deseamos justicia. Si no, reenvíe esto a sus 
contactos hasta que alguien de cuenta de ellos.

Madres del 11 de enero

justiciaparacochabamba@gmail.com

Justiciasi_olvidono@gmail.com


